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1 . - La Constitución como conjunto de normas que estructu­

ra el Poder en el Estado Moderno al instituir los gober­

nantes.determinar sus respectivas facultades y competen­

cias y que a la vez reconoce los qerechos de que son 
t itulares los individuos, aparece en América con la eman­

cipación de las colonias inglesas para fundamentar y forta­

lecer la unión de sus estados, y en la Europa continental a 

raíz de la Revolución francesa como consagración forma l de 

las ideas del contrato social y de la soberanía popular que 

enarbolaron los teóricos poíiticos de la revolución. 
Mientras en América la Constitución surge como sostén 

de la organización de los nuevos Estados con la instauración 

de un nuevo orden político: el de la libertad; en Europa es la 

resultante de las luchas sociales protagonizadas por la 
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burguesía, al arrancar el poder político a la 

monarquía absoluta cimentada secularmente. 

A seguidas trataré someramente dos aspec­

tos del tema. Primero, la evolución de la idea 
de la Constitución como norma jurídica en 

Norteamérica y en Europa y lo acontecido en la 

República Dominicana. A seguidas, me referi­

ré a algunos aspectos dominantes en la inter­

pretación de la constitución. 

1.- EVOLUCION DE LA IDEA DE CONSTITUCION 
A.- Europa: 

2.- No obstante a que en Europa como en 

América la Constitución es inicialmente la ley 

fundamental de la que se derivan las demás 

que dicta el legislador, sin que puedan contra­

decirla bajo sanción de su nulidad, la práctica 
que se va cimentando en el transcurso del 

tiempo a causa de la ocurrencia de sucesos 

políticos y sociales distintos, da carac­

terísticas pecul iares en ambos continentes a 

dos sistemas jurídicos en los tiene desigual 

valoración. 

Mientras que Norte América ha estado re­

gida por un sólo régimen político, el que or­

ganiza su Constitución, la cual ha sido siempre 

reconocida como norma superior del ordena­

miento jurídico de la que dimana todo el dere­

cho vigente, en Europa, sufre las alteraciones 

provocadas por las aventuras napoleónicas que 

llevan al colapso de la República y a la poste­

rior restauración de los regímenes monár­

quicos, con los cuales se establece el llamado 

"principio monárquico," que reconoce al rey 

un poder preconstitucional. Esos regímenes 

evolucionaron hasta la instauración de la 

monarquía constitucional, la cual se funda­

menta en un pacto en que se fijan los límites 

de gestión del poder, pasando la monarquía a 

ser un organismo del Estado al que transmite 

todas sus prerrogativas seculares. El rey fue 

entonces un simple representante de la unidad 

y de la personalidad del Estado cuyos poderes y 

funciones pasaron al órgano legislativo que le 

sustituye en el ejercicio del poder. 

3.- Al asumir el órgano legislativo los po­

deres del rey, particularmente aquel que re­

conocía que su voluntad estaba sobre la Cons­

titución, tomó vigencia el criterio de que la 

ley es la norma jurídica por excelencia, ex­

presión de la voluntad del soberano. 

La exaltación de la ley vino pareja con su 

desprecio como norma jurídica suprema de la 

que dimana todo el orden jurídico, provocado 

por el movimiento de la izquierda hegeliana 
que siguió a la famosa conferencia dictada en 

Berlín en el año de 1862, por Ferdinand La­

salle "Sobre la esencia de la Constitución", la 

cual cimentó la idea de que ella es una "mera 

hoja de papel", bajo el fundamento de que ella 

es lo que acontece en la materialidad de los he­

chos en el ejercicio efectivo del Poder en de­

terminado país. 

Esa concepción Redujo la idea de la Cons­

titución a la articulación de las previsiones 

que reglamentan el ejercicio del poder en el 

Estado, y a la vez negó valor normativo a las 

declaraciones y reconocimientos de los dere­

chos de los individuos, a las que se les atri­

buyó, únicamente, efecto programático, para 

cuya vigencia efectiva se requería la inter­

vención reglamentaria del legislador. 

4.- Esa idea comenzó a cambiar en Europa 



después de la primera guerra mundial a con­
secuencia de la creación del Tribunal Consti­
tucional en Austria, organizado sobre las ideas 
sostenidas por Hans Kelsen, y con mayor énfa­
sis tras la segunda guerra mundial, particu­
larmente, por la instauración de nuevos 
regímenes constitucionales en Alemania y en 
Italia tras la desaparición del nazismo y ~el 
fascismo donde sus nuevas constituciones 
prestan primordial atención al reconocimiento 
y protección de los derechos del hombre. A ese 
movimiento se ha sumado Francia en las 
últimas décadas. Hoy día, en el concepto euro­
peo, la Constitución es la norma jurídica su­
prema de todo el ordenamiento jurídico bajo 
sanción de la nulidad de los actos del Estado que 
la vulneren, la cual reconoce la existencia de 
los derechos fundamentales y a la vez es norma 
de derecho positivo aplicable de inmediato a 
las personas que habiten en el país. 

La evolución europea es su historia de la 
transformación por la fuerza de los aconteci­
mientos poíiticos y sociales sobrevenidos en 
más de un siglo, lo que provoca la creación de 
un sistema propio de control de la constitucio­
nalidad de las leyes y los actos del gobierno 
mediante la instauración de una jurisdicción 
especializada a esos fines: la Corte o Tribunal 
Constitucional. 

B.- Estados Unidos de Norte América: 
5.- Mientras que el constitucionalismo eu­

ropeo súfrió paulatinas transformaciones a 
consecuencias de sus vicisitudes poíiticas y 
sociales, una vez que sus orígenes y posterior 
evolución parten y acontecen de las luchas por 
el poder contra la monarquía absoluta, el 

americano no es la resultante de la brega por 
la transformación de formas del poder poíitico 
secularmente establecidas. Su Constitución 
corresponde a la liberación de un orden colo­
nial al momento en que consuma su revolución 
burguesa, en la ~ue el capital es el principio 
de su organización económica. 

Por ello, el constitucionalismo norteame­
ricano no tiene que superar los obstáculos de 
estructuras poíiticas y económicas anteriores, 
sus problemas han sido y son los que corres­
ponden a una sociedad moderna, capitalista, y 
los que resultan del modo de organización del 
poder en el Estado, en el cual la existencia de 
partidos políticos ha sido la garantía de la vi­
gencia de la libertad, una vez que el interés 
general solo puede manifestarse en la síntesis 
competitiva de los intereses de los particu­
lares, otorgándose especial importancia a la 
protección de la minoría frente al dominio de 
la mayoría. 

Como el ámbito del ejercicio del poder le­
gislativo y del poder ejecutivo es limitado a 
causa de que e)(isten excepciones expresas a su 
autoridad, el control de los límites del ejerci­
cio de esos poderes están confiados al poder 
judicial, que tienen la misión de verificar la 
constitucionalidad de las leyes y de anular los 
actos del gobierno que sean contrarios a la 
Constitución. En la primera sentencia en que 
se le evaluó como norma jurídica, dictada por 
las cortes norteamericanas en el año de 1803 
en el caso Macburry vs. Madison, figura el fa­
moso voto del Juez Marshall, quien expresa lo 
siguiente: 

" .. . hay sólo dos alternativas demasiado claras 
para ser discutidas, o la Constitución controla 



cualquier ley contraria a ella, o la legislatura 
puede alterar la Constitución mediante una ley or­
dinaria. Entre tales alternativas no hay términos 
medios: o la Constitución es una ley suprema inal­
terable por medos ordinarios o se encuentra en el 
mismo nivel que las leyes y de tal modo cualquie­
ra de ellas puede reformarse o dejarse sin efecto 
siempre que aJ Congreso le plazca. Si' es cierta la 
primera alternativa, entonces una ley contraria a 
la Constitución no es ley; si, en cambio, es ver­
dadera la segunda, entonces las constituciones es­
critas son absurdos intentos del pueblo para limi­
tar un poder ilimitado por naturaleza". 

"Si una ley contraria a la Constitución es nula 
¿obliga a los tribunales a aplicarla no obstante su 
Invalidez o bien en otras palabras no siendo ley 
constituye una norma operativa como lo sería una 
ley válida? Sin lugar a dudas la competencia y la 
obligación def Poder Judicial es decidir que es la 
ley; si dos leyes entran en conflicto entre sí el 
Tribunal debe declcir acerca de la validez y apli­
cabilidad, def mismo modo, cuando una ley está en 
conflicto con la Constitución y ambas son aplica­
bles al caso de modo que la Corte debe decidir 
conforme a la ley desechando la Constitución o 
conforme a la Constitución desechando la ley. La 
Corte debe determinar cual de las normas consti­
tuye la esencia misma del deber de administrar 
Justicia. Luego, si los tribunales deben tener en 
cuenta la Constitución y ella es superior a cual­
quier ley ordinaria, es la Constitución y no la ley 
la que debe regir el caso al cual ambas normas se 

refieren" .1 
precisando esa sentencia de 1803: 

" ... Que una ley contraria a la Constitución es 
nula, y por tanto, que los tribunales como los 
demás departamentos del gobierno están obligados 

por dicha Constitución". 
En la práctica norteamericana, la justicia 

constitucional es el mecanismo de adaptación 

de la Constitución a los nuevos hechos políticos 

y sociales en su sociedad que vive en perma­
nente evolución, por lo que su reconocimiento 
como norma jurídica que arranca de la citada 

sentencia del juez Marshall, ha venido a ser 

la garantía en que descansa su funcionamiento 
práctico, lo que convierte el estudio de las de­
cisiones de la jurisprudencia norteamericana 
en orientaciones del constitucionalismo de­

mocrático. 
En síntesis, desde tiempo próximo a la en­

trada en vigencia de la Constitución ( 1803), 
los tribunales norteamericanos se reconocie­
ron el derecho a controlar la constitucionali­
dad de los actos del gobierno, dentro de los 

parámetros determinados por la ley funda­

mental, desd~ entonces es una norma jurídica 
de aplicación inmediata. 

C.- El caso dominicano: 
6.- Aún cuando las ideas y las conquistas 

sociales de la Revolución francesa ejercieron 

gran influencia en .el proceso histórico que 
culminó con la organización del Estado Domi­
nicano, la consagración de la Constitución 

como norma jurídica tiene sus raíces de los 

Estados Unidos de Norte América, más aún los 

textos dominicanos consagran las ideas del 
juez Marshall. En efecto, la Constitución pro­
clamada en la villa de San Cristóbal el 6 de 
noviembre de 1844 lo confirma en los 
artículos que se transcriben a seguidas: 

"Art.35.- No podrá hacerse ninguna ley 

contraria ni a la letra ni al espíritu de la Con­
stitución; en caso de duda, el texto de la Constitu­

ción debe siempre prevalecer". 

"Art.125.- Ningún tribunal podrá aplicar una 

ley inconstitucional, ni los decretos y reglamen-



tos de administraci6n general, sino en tanto que 
sean conforme a las leyes". 

El principio que ellos consagran figura hoy 
dia en el artículo 46 de la Reforma Constitu­

cional de 19662, bajo distinta redacción, el 
cual reza así: 

"Art.46.- Son nulos de pleno derecho toda 

ley, decreto, resoluci6n, reglamento o acto con­
trarios a esta Constituci6rí". 

7. - Los textos acabados de transcribir 
proclaman lo que en doctrina se denomina "lo 
fundamentalmente nuevo del Estado Constitu­
cional frente a todo el mundo del autoritaris­

mo"3 que es la "fuerza vinculante de la nor­

ma"4, esto es, la ligazón que crea la regla 
constitucional entre, de una parte, las autori­
dades y funcionarios del Estado, y de la otra, 
los particulares. De acuerdo a esa concepción 
que la Constitución introduce, el poder pofitico 
desenfrenado es transformado en un poder 
legítimo de derecho. Por lo que se ha afirmado 
con propiedad que el ejercicio arbitrario del 
poder del goverment by men se transforma en 
la concepción jurídica del goverment by 
laws. 

Además, los textos pretranscritos consa­
gran, de modo claro e inequívoco, el principio 
de que ella es la ley suprema, la superior a 
todas, la que no admite ser contradicha en su 
letra ni en su espíritu, bajo sanción de la nu­
lidad, que de acuerdo al artículo 46 opera de 
pleno derecho, lo que vale decir, que esa san­
ción existe por el sólo hecho de transgredir 
sus preceptos sin que sea necesario que tal 
nulidad sea pronunciada por tribunal alguno. 

8.- La afirmación de la Constitución como 
norma jurídica no está solamente en los tex-

tos, el principio que ellos consagran ha sido 
reiteradamente ratificado por la jurispruden­
cia. Su vigencia como derecho directamente 
aplicable sin necesidad de que exista ley alguna 
que así lo establezca está expresado en una 
sentencia dictada por la Suprema Corte de 

Justicia el 9 de diciembre de 19685 que de­
clara la inconstitucionalidad del artículo 2, 
párrafo único de la Ley 603 del 3 de noviem­
bre de 1941, modificado por la Ley 3938 del 
2 6 de diciembre de 1 9 54 y el artículo 2 6 de 
la Ley de Policía, por ser contrarios a la parte 
in-fine del artículo 102 de la Constitución, 
según el cual "nadie podrá ser penalmente 
responsable por el hecho de otro". 

En varias ocasiones la jurisprudencia del 
más alto tribunal ha ratificado la fuerza de 
norma jurídica de la Constitución cuando ha 
dicho que: 

''Todo tribunal ante el cual se alegue la in­

constitucionalidad de una ley, decreto, reglamento 
o acto, como medio de defensa, tiene competencia 
y está en el deber de examinar y ponderar dicho 

alegato como cuestión previa al resto del caso"6. 
Recientemente, en una sentencia del 5 de 

octubre de 1990, aún no publicada, consagra 
en forma lapidaria: 

"Que la Suprema Corte de Justicia debe de­

sempeñar siempre y a cabalidad su papel de guar­
diana de la Constitución de la República y del res­
peto de los Derechos Individuales y Sociales con­

sagrados en ella"7. 

lo que evidentemente quiere decir, que para 
llenar su función de "guardiana de la Constitu­
ción", la regla a aplicar en el caso de que se 
trate es la que establezca o resulte de la ley 
sustantiva. 

9.- No obstante las declaraciones abstrae-



tas del más alto tribunal que acaban de ser 
transcritas, las decisiones de la justicia cons­
titucional dominicana son escasas, en número 
tal que no corresponden a lo que han debido ser 
una vez que el-reconocimiento de la Constitu­
ción como norma jundica tiene lugar desde el 
nacimiento de la República. 

¿Cuáles razones han trabado el desarrollo 
de la jurisprudencia constitucional dominica­
na? 

A mi entender existen una multiplicidad de 
factores que han incidido desfavorablemente, 
los cuales pueden ser agrupados en: a) la inci­
dencia del "principio monárquico" de la con­
~epci6n europea de la Constitución, que ha es­
tado presente a través de la adopción y de la 
asimilación del derecho francés; y b) la au­
sencia de los presupuestos pofiticos y sociales 
para el desarrollo de la justicia constitucio­
nal. A seguidas me referiré someramente a 
ambos. 

A.- EN CUANTO AL PRINCIPIO MONARQUICO 
10.- Las generaciones de abogados y juris­

tas dominicanos que se han sucedido en toda la 
historia de la República han adquirido su f or­
mación intelectual en la doctrina y en la ju­
risprudencia francesa. Al punto de que con al­
guna frecuencia se les acusa de colonialismo 
intelectual. 

Este apego a la ciencia jurídica francesa no 
es casual ni es simple colonialismo. Nació y se 
desarrolló por la fuerza misma de los hechos. 
Me explico, en la República Dominicana acon­
teció un hecho insólito que parece ser el único 
en la historia de la humanidad, a su organiza­
ción en Estado adoptó voluntariamente -el or-

denamiento jurídico francés contenido en sus 
tódigos de derecho civil, comercial, penal, de 
procedimiento civil y de procedimiento cri­
mina l. 

Al adoptarlos como leyes de la República no 
eran textos inertes, descarnados, por el con­
trario, vinieron acompañados de la abundante 
jurisprudencia de los tribunales franceses y 
de su doctrina, que e"ra modelo en la Época. 

La clausura de la Universidad con la ocupa­
ción haitiana en 1822 provocó la casi inexis­
tencia de abogados y juristas científicamente 
formados al momento del nacimiento de la 
República, vacío que fue llenado por el defen­
sor público, especie de lego designado como tal 
por la Suprema Corte de Justicia, quien debió 
nutrirse, necesariamente, en la jurispruden­
cia y en la doctrina del país de origen de nues­
tra legislación. De ahí la sumisión inicial de 
la jurisprudencia dominicana a las decisiones 
de los tribunales franceses, lo que ha evolu­
cionado poco a poco hacia soluciones dominica­
nas deducidas de los mismos textos. • 

El derecho de los libros franceses en que 
han estudiado los dominicanos ha estado domi­
nado por el llamado principio monárquico que 
exalta la soberanía de la ley y no admite a la 
Constitución como fuente del derecho, ni con­
secuencialmente, como norma jurídica de 
aplicación inmediata. En la séptima edición 
del tomo primero d~ la obra Le<;ons de Droit 
Civil, de los hermanos Mazeaud, libro de texto 
por ~excelencia de nuestras mejores universi­
dades, se lee: 

"la Constitución determina la autoridad a la 

que otorga calidad para hacer la ley y coloca en 
su "Preámbulo" los principios superiores destina-



dos a regir al legislador"8. 
y agrega más adelante·: 

"Nadie puede invocar la inconstitucjonalidad 
de la ley para rehusar someterse a ella. Ningún 
tribunal judicial o administrativo tiene, en efecto, 
competencia para comprobar este vicio, en razón 
de la concepción francesa según la cual el legisla-

dor es soberano"9. 

Este testimonio de negación del valor de la 
Constitución como norma jurídica de aplica­
ción inmediata condiciona la interpretación del 
jurista y descarta de antemano la incidencia 
que eventualmente pueda tener algún texto de 

la Constitución en la interpretación de la ley. 
La liberación de las ataduras intelectuales del 

indicado principio que viehe inmer~o en la 
doctrina y en la jurisprudencia francesa sólo 
será posible en una evolución en el pensa­
miento jurídico del intérprete dominicano que 
reafirme cotidianamente la idea de la Consti­
tución como norma jurídica. 

B. - EN CUANTO A LOS PRESUPUESTOS 
SOCIALES Y POLITICOS 

11 . - La Constitución es el punto en que se 
conjugan la poíitica y el derecho puesto que es 
la expresión formal de la culminación de un 
proceso poíitico: la independencia de la 
República en el caso dominicano, y a la vez da 
inicio a la vigencia del ordenamiento jurídico, 
cuyos efectos en la práctica están fuertemente 
ligados al ejercicio del poder en el régimen 
poíitico imperante, por lo que la sucesión de 

los distintos regímenes marcan particulari­
dades en la práctica del Derecho Constitucional 
y en la ciencia jurídica del país. 

El reconocimiento de la Constitución como 

norma jurídica es una resultante del régimen 

democrático, una vez que ella dirime, funda­
mentalmente, los conflictos provocados por la 
vulneración a los derechos de la persona hu­
mana, que cometen, en su mayor parte, los 

funcionarios y agentes del Estado. Fuera del 
régimen democrático, la práctica constitu­
cional es yugulada por las arbitrariedades de 
los gobernantes. 

La Constitución como norma jurídica que 
frena el ejercicio arbitrario del poder fue in­
existente en la práctica bajo los regímenes de 
los numerosos dictadores y tiranos que han 
dirigido los destinos de la República en su si­
glo y medio de existencia. 

12.- Otro factor importante que limita la 

vigencia de la Constitución como norma 
jurídica es el fenómeno de la descontituciona­
lización que se manifiesta en la abolición de la 
Constitución por el hecho de las. armas, repe­
tidamente producido por la barbarie poíitica 
que ha imperado en la República desde su fun­

dación en 1844, c~ya última manifestación 
fue el golpe militar incruento del 2 5 de sep­

tiembre de 1963, que abolió la Reforma de la 
Constitución de ese mismo año e instauró en el 
poder al llamado Triunvirato. 

La claudicación de jueces y tribunales al 
papel central que les corresponde en la ins­
tauración del régimen de derecho que siempre 
ha consagrado la Constitución, es otra causa 
que ha impedido el desarrollo de la justicia 
constitucional dominicana. 

La evolución del país, en los últimos años, 
hacia una esperanza democrática tampoco ha 
sido propiciatoria de su desarrollo. 

13.- La garantía judicial de la Constitución 



como norma juridica se ha manifestado en la 
práctica en unas pocas declaratorias de la in­
constitudonalidad de la ley por vicios de for­
ma, que si bien es un modo de afirmar su im­
perio y su supremacía no corresponden a la 
solución de conflictos sobre la vigencia de los 
derechos fundamentales de la persona. 

El hábeas corpus, como garantía de ,la segu­
ridad individual, no ha provocado abundantes 
soluciones de fondo, al punto de que la práctica 
actual viene degenerando la institución con los 
continuos reenvios que acuerdan los jueces, 
los cuales desnaturalizan la urgencia que es d~ 
la esencia de esa acción o recurso. La práctica 
administrativa de los desacatos a las decisiones 
judiciales, sobre todo en esa materia, es la 
negación de toda justicia. 

Los intentos de la práctica judicial de ob­
tener la protección de otros derechos humanos 
mediante una interpretación extensiva del re­
curso de hábeas corpus, fueron frustratorios 
ante la negativa del más alto tribunal. 

14.- Nadie discute que la Constitución es lo 
que la Suprema Corte de Justicia quiere .que 
sea, una vez que corresponde a ella decir la 
última palabra cuando se trata de determinar 
el ámbito de la ley fundamental para decidir 
los conflictos ,que le sean sometidos, por lo que 
la suerte de 1J v.i~encia de la Constitución como 
norma jurídi~ está indisolublemente ligada a 
la existencia de un pensamiento liberal en 
quienes la integran. 

Hoy día es forzoso reconocer que estamos en 
los albores del inicio de una nueva era. El fu­
turo de la justicia constitucional dominicana y 
consecuencialmente de la aplicación de las 
normas constitucionales parece ser promiso-

rio, se sintetiza en la vocación del más alto 
tribunal, según sus propias palabras, de 

"Desempeñar siempre y a cabalidad su papel 

de guardiana de la Constitución de la República y 
del respeto de los derechos Individuales y Socia­

les consagrados en ella". 

Una declaración de principio como ésta 
nunca había sido pronunciada, augura, repito, 
el inicio de una nueva era en el reconocimiento 
de la Constitución como norma jurídica. Es la 
aspiración de quienes anhelan el respeto a los 
derechosdetodos. · 

11.- INTERPRETACION DE LA CONSTITUCION 
f4.- La Constitución como norma suprema 

del ordenamiento jurídico al igual que como 
fuente de derechos y obligaciones puede pro­
vocar controversias que deberán ser dirimidas 
por los 'trib,unales del orden judicial o por los 
del orden administrativo, tanto en lo que se 
refiere a controlar la constitucionalidad de las 
leyes a causa de la sanción de nulidad de toda 
norma o acto jurídi~o que le sea contraria que 
decreta el artículo 46, como a causa de con­
troversias que pueden suscitarse entre la ad­
ministración del Estado y los particulares, y 
aún en algunas-hipótesis, entre estos. Por esa 
vocación de norma inmediatamente aplicable a 
controversias jurídicas es necesario inter­
pretarla como acontece, de ordinario, con la 
ley. 

Si bien la interpretación de la Constitución 
es una modalidad de la interpretación de las 
normas jurídicas, no es menos cierto que re­
viste algunas particularidades resultantes de 
que sus preceptos están más próximos a la idea 
de principios que de reglas que rigen situa­
ciones determinadas, por lo que muchas veces 
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resultan ineficaces los criterios comúnmente 

empleados en la interpretación de la ley, sobre 

todo cuando es necesario tener en cuenta que a 

ella le sirven de base "supremos princípios 
escritos y no escritos", conforme reza una 

sentencia de la Suprema Corte de Justicia del 

20 de enero de 19611 O. 

¿ Cuáles son esos principios escritos y no 

escritos? 
Se afirma que algunos de ellos figuran ex­

presa o impficitamente consignados en el texto 

de la Constitución, tales como la forma repu­

blicana de gobierno y la democracia represen­

tativa como sistema poíitico que la informa 

(art.4), la libertad y la justicia (art.8), la 

igualdad (art.100), el pluralismo político 

(arts.4, 88 y sigs.) , la protección efectiva de 
la persona humana y los medios que le per­

mitan perfeccionarse progresivamente 

(art.8): el Estado de Derecho. Mientras que 

otros son las consecuencias de los expresados, 

tales como, los que se derivan de la democracia 

como principio rector de la Constitución y por 

ende de todo el ordenamiento jurídico. 

15.- La doctrina, principalmente la ale­

mana, ha sostenido vivas polémicas en cuanto a 

los criterios y métodos que deben fundamentar 

la interpretación de la Constitución. Uno de 

ellos es la teoría de la integración, sostenida 

por Smend bajo la inspiración del · Tribunal 

Federal Constitucional, quien sostiene "La 

constitución no puede ser comprendida sólo 

como un estatuto de organización, que estruc .. 

tura el Estado y que faculta e impone ciertas 

actividades al mismo, sino, a la vez, como una 

forma vital de los ciudadanos que participan en 

la vida del Estado"11. Para otros, lo sustancial 

1 

en la interpretación de la constitución se pro-

duce por la valoración de los supremos prin­

cipios escritos y no escritos de modo que en 

ellos puedan escrutarse las posibles alterna­
tivas que sean sostenidas por cualquier idea o 

tendencia que se convierta en mayoritaria. 

Entendiéndose que esas posibilidades deberían 

ser fundadas a través de los derechos funda-

mentales de la persona, los que abrirían las 

vías para la elaboración de esas nuevas posi­

bilidades y alternativas, convirtiendo así a la 

Constitución en un instrumento que permite 

estructurar "la vida social y poíitica como un 

proceso indefinidamente abierto" 1 2, que que­

daría como criterio orientador de t odo el sis­

tema de interpretación. 

1 6.- No puedo terminar sin mencionar, 
aunque someramente, a un aspecto fundamen­

tal en la interpretación de la Constitución, me 

refiero al criterio de la razonabilidad como 

parámetro de constitucionalidad, sobre el cual 

han aparecido los primeros at isbos en la 

prensa diaria del país1 3. 

En efecto, cuando el acápite 5 del artículo 8 

de la Constitución establece que: 

"La ley es igual para t odos: no puede ordenar 

más que lo que es justo y útil para la comunidad ni 

puede prohibir más que lo que la perjudica" 

consagra la prohibición de la arbitrariedad de 

los poderes públicos, de lo que resulta que sólo 

lo razonable es constitucional, por lo que pue­

de afirmarse sin temor al equívoco que la 

constitucionalidad de la ley está sujeta a que 
cuanto disponga sea razonable, por lo que lo 

razonable es el límite general que fija la 

Constitución, el cual no puede transgredir el 

legislador. 



Lo razonable es una noción que impregna 
todo el ámbito de lo jurídico, sirve para eva­
luar la validez de las decisiones del juez y los 
actos de los poderes públicos cuando estos se 
fundamentan en la aplicación de una ley. La 
jurisprudencia así lo ha entendido. Nuestro 
más alto tribunal ha dicho: 

"Que si el texto legal citado parece conferir a 
la autoridad aduanera un poder sancionador incon­
dicionado, es preciso declarar que, conforme a la 
Constitución de la República en su reforma de 
1966, toda ley debe ser "justa y útil" (art.8, in­
ciso Sto.) lo que confiere a los tribunales la facul­
tad de exigir la condición de razonabilidad en la 
aplicación de toda ley por los funcionarios pú­
blicos, condición que debe alcanzar, sobre todo, a 
aquellas que Impongan cargas y sanciones de toda 

indole"14. 
La condición de razonabilidad, al estar ins­

crita en la norma norma superior del ordena­
miento jurídico que es la Constitución condi­
ciona: a) las funciones de legislador, por lo 
que los preceptos de las leyes que dicte siem­
pre deben estar enmarcados en el ámbito de lo 
útil y de lo justo; b) las decisiones del juez, 
quien sólo debe pronunciar condenaciones que 
además de estar fundadas en la ley sean razo­
nables; c) los actos de los funcionarios 
públicos, los cuales deben estar desprovistos 
de toda arbitrariedad; y d) y condiciona igual­
mente la contratación y ejecución de los nego­
cios jurídicos por los particulares. 

En síntesis, la Constitución como norma 
fija lo justo y lo útil . como condición obliga­
toria de los actos humanos. 

NOTAS 
1 Citado por NINO, Carlos S., en LA Filoso/fa del Control Ju-

dicial de Constitucionalidad, Revista del Centro de Estudios 
Constitucionales, Madrid, España, número 4, septiembre­
diciembre 1989, pag. 79. 
2 RAMOS MESSINA, W. y E .• Del Conirol de la Constitu­

cionalidad. Estudios Jurídicos. t.11, Vol. I, pag. 106. 
3 KALGI, citado por GARCIA DE ENTERIA, E .• en LA 

Constitución conw norma, Tercera Edición, pag. 49. 

4 THERING, citado por GARCIA DE ENTERIA, opus y loe, 

cit. 

S Bo/et(nJudicial 691, pag. 2741. 

6 Suprema Corte, 16 de diciembre de 1983, B. J. 877, pag. 
3976; 17 de diciembre de 1987, B. J. 924, pag. 2069. 
7 Véase PELLERANO GOMEZ, Juan MI., Salve Suprema 

Corte, en Constitución y Po/Ílica, Ediciones Capeldom, pag. 
229. 
8 Supra Nos. 2 y siguientes. 

9 Página 112. 

10 B. J. 606, pag. 49. 

11 SMEND, citado por GARCIA DE ENTERIA, E., opus cit., 
pag. 100. 
12 GARCIA DE ENTERIA, E .• opus cit., pag. 101. 

13 Véase JORGE PRATS, Eduardo, Principio de Legalidad y 

Actividad Económica, El Sjglo. 21 de mayo de 1992; Constit­

ución y Leyes lrrazonablles. El Sjglo, 13 de noviembre de 
1992. 

14 Suprema Corte, 15 de junio de 1978, B. J. 751, pag. 1601. 



Discurso de Presentación del 
Profesor Honorario 

Adriano Miguel Tejada* 

En nombre de la Comunidad académica de la 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maes­

tra, tengo el honor de darles más cordial bien­
venida a e~ solemne ceremonia en que hare­

mos entrega del diploma contentivo de la 
designación del notable jurista dominicano, 
doctor Juan Manuel Pellerano Gómez, como 

Profesor Honorario del Departamento de Cien­
cias Juridicas. de esta Institución. 

Agradezco la presencia de los distinguidos 
miembros de la firma de abogados Pellerano & 

Herrera, de los colegas letrados que nos acom­
pal\an esta tarde, de los profesores del Depar­
tamento de Ciencias Jurídicas y de los estu­
diantes de derecho que han acudido a rendir 
tributo a uno de los juristas más prominentes 
con que cuenta el país. 

Mi misión esta tarde otoñal es muy grata. 
Presentar a la comunidad académica de esta 

Institución a un amigo, a un muy asiduo cola­
borador de nuestros afanes y a un ciudadano 
ejemplar, es siempre tarea que se recibe como 

un regalo. Es por ello que deseo agradecer la 
disposición de escogerme para presentar el 

homenaje de la Universidad a alguien quien, 
por méritos propios y bien ganado prestigio, 
se ha hecho merecedor de este título hono­
rífico. · 

La Pontificia Universidad Católica Madre y 

Maestra ha sido siempre muy cuidadosa en el 

•Decano de la Facultad de Ciencias Sociales y Administrativas, 
PUCMM. . 

otorgamiento de honores, no por un sentido de 
egoísmo institucional, o por simple desapego a 
la comunidad donde le ha tocado desarrollar 
sus actividades, sino en el entendido de que el 
valor de cualquier honor está asociado también 
a la calidad de los que lo reciban. 

Un homenaje que se generaliza pierde, por 
esa razón, la característica principal de su 
esencia. Nadie aprecia un honor que deja de ser 

un privilegio. Por esa sola razón, el honor se 

convierte en un objeto de dudosa reputación. 
Es por ello que puedo afirmar sin sonrojos 

que el homenajeado de esta tarde se encuentra 
en muy buena compañía. Profesores nacionales 
e internacionales de la talla y de la estirpe 
ciudadana de los doctores Rafael Caldera y 
Guillermo Cabanellas, del licenciado Francisco 
Porfirio Veras y del doctor Lupo Hernández 
Rueda, son algunos de los nombres que acom­

pañan al doctor Pellerano Gómez en la Cátedra 
de la PUCMM. 

El Departamento de Ciencias Jurídicas 
además, mantiene dos cátedras, una de derecho 
civil y otra de derecho comercial, que llevan 

los ilustres nombres de Marco A. CabraJ y Fe­
derico C. Alvarez, dos de los más prominentes 
juristas de toda la historia del foro nacional. 

Por tales motivos, cuando el Departamento 
de Ciencias Jurídicas presentó la candidatura 

del doctor Pellerano Gómez al Rector 
Magnífico de nuestra Universidad, en atención 
a sus altos merecimientos en el campo de las 
ciencias jurídicas y por su generosa coopera­

ción con los programas de ese Departamento, 

la misma fue aceptada sin vacilaciones, orga­
nizándose el acto de entrega al que asistimos 
esta tarde. 



El doctor Juan Manuel Pellerano Gómez 
nació en Ban1 el 7 de septiembre de 1927, re­
cibiéndose de doctor en derecho en la Univer­
sidad de Santo Domingo, a los veintitrés años 
de edad, en el año 1950. 

Ha sido profesor de la Facultad de Ciencias 
Jurídicas de la Universidad más vieja del 
Nuevo Mundo, donde enselió las asignaturas de 
Contratos y Obligaciones, en el campo del De­
recho Civil y fue director del Servicio de 
Enseñanza Práctica de la misma Facultad. 

Posteriormente, fue profesor de la Facultad 
de Ciencias Jurídicas y Pofiticas de la Univer­
sidad Nacional Pedro Henríquez Ureña, donde 
impartió la cátedra de Responsabilidad Civil y 
de Obligaciones. 

Esa labor docente, el doctor Pellerano Gómez 
la ha extendido en profundidad y alcances al 
convertirse en el consultor generoso de ge­
neraciones de abogados de todo el país. Muchos 
letrados deben la solución de un caso, o el 
sel'lalamiento del camino en la búsqueda de la 
verdad jurídica, a la desinteresada opinión del 
prestante abogado que reconocemos esta tarde. 
En una época en que pareciera que el indivi­
dualismo egoísta ha arropado todas nuestras 
actividades, esa labor de verdadero maestro no 
puede ser ignorada por lo que representa en 
hombría de bien, espíritu de servicio y senti­
do de la solidaridad. 

El doctor Pellerano se mantiene en el ejer­
cicio de la profesión de abogado desde su gra­
duación en 1950, y como miembro de la pro­
fesión ha sido vice presidente de la Asociación 
Dominicana de Abogados. La Asociación de Abo­
gados de Santiago lo designó como Miembro 
Honorario de esa prestigiosa entidad. 

-
Su formación, amor al estudio de las cien-

cias jurídicas y reconocida probidad crearon 
credenciales suficientes para ser escogído, en 
1975, como Miembro de la Comisión encarga­
da de preparar el Anteproyecto de Código de 
Comercio de la República Dominicana. Poste­
riormente, en 1984, fue Presidente de la Co­
misión para la publicación de una edición ofi­
cial del Código de Comercio. 

Durante el período constitucion~I de 1982-
1 986 se desempeñó como Asesor Legal del 
Presidente de la República. 

La figura del doctor Pellerano es más cono­
cida, sin embargo, por su labor editorial. 

Desde la publicación, al despertar de la li­
bertad dominicana, de la revista Estudios­
Jurídicos, de la cual se puede decir, como 
afirmó don Héctor lncháustegui Cabral, de 
grata memoria, sobre la revista Eme-Eme, 

Estudios Dominicanos, que constituía "la 
suma de pequeños libros que no quieren es­
perar, que se lanzan a la luz pública hasta 
para despertar el interés que puede conducir a 
obras mayores", hasta sus obras mayores, el 
nombre del doctor Pellerano Gómez está aso­
ciado a los mejores y mayores esfuerzos rea­
lizados en el país para dotar a la Repúqlica 
Dominicana de una bibliografía jurídica. 

Autor de la Guía del Abogado, en dos 
volúmenes, es además coautor del Derecho 
Procesal Dominicano, en dos tomos, que ha 
sido la obra de texto en las universidades do­
minicanas en esta importante materia de las 
ciencias jurídicas. Esta última obra, agotada 
por varios años, se convirtió en uno de los li­
bros más pirateados en el país, lo que, en el 
fondo, se convierte en un homenaje a su utili-



dad como texto y a su calidad como obra de 

consulta. 
El doctor Pellerano escribió las notas al li­

bro El Divorcio en la República Dominicana, 
de don Manuel Ubaldo Gómez, y se ha manteni­
do apareciendo en la prensa diaria nacional con 

enjundiosos y oportunos artículos sobre temas 
jurídicos, que son guardados, casi con fervor 
religioso, por los amantes de la ciencia del 
derecho. Algunos de estos artículos y sus re­
cientes preocupaciones en el campo del dere­

cho procesal constitucional, han sido recogidos 
en su última obra, Constitución y Polltica, 

. número nueve de la colección "Derecho" de las 
Ediciones Capeldom, programa que ha marcado 

una época en la edición de obras jurídicas en el 

pals. 
Quisiera detenerme un momento en este 

punto brillante de la contribución del doctor 
Pellerano Gómez a las ciencias jurídicas na­
cionales. 

Si se analiza la bibliografía jurídica domi­

nicana hasta el ano 1960, surgen inmediata­
mente unos nombres ilustres, pero ahí se ago­

ta la lista. Se cuenta la anécdota de un profesor 

de la Universidad de Santo Domingo que fue 

preguntado en un cónclave internacional a 

mediados de los anos cincuenta, acerca de los 
principales juristas dominicanos. Cuando 
mencionaba un nombre, la pregunta del inter­
locutor se orientaba a conocer la cantidad de 

obras publicadas por el senalado, y la res­
puesta era siempre negativa. Era eminente, 
pero no tenla obras publicadas, enfermedad de 

la que todavía sufrimos, con las honrosas ex­
cepciones de siempre. Parece, como dice Pedro 

Mir de la tristeza, que aquí "siempre seca 

lágrimas el sol", y no tenemos la tradición, ni 
probablemente los medios, para sostener una 
actividad de publicaciones permanente. 

El empeño sostenido de las Ediciones Capel­
dom, la vitalidad y espíritu de superación que 

aportaron -y siguen aportando-, a la comuni­
dad jurídica dominicana, es una demostración 
palpable de la entrega, de la visión y de la ca­

pacidad del grupo que desarrolló ese proyecto, 
que vivificó en muchos el deseo de superación 
y amplió el empeño investigativo en las nuevas 
generacione&:tmbogados. 

Publicar es hablar con uno mismo para que 
otros le escuchen, y publicar en materia 

jurídica . es ampliar el horizonte del conoci­

miento concreto de los abogados que ahora en­
cuentran el juicio acertado sobre las deci­
siones jurisprudenciales, sobre el alcance de 
la ley y sobre las actividades que se despliegan 
en otras latitudes para abrir los caminos del 
derecho a nuevas figuras, o para encontrar 
nuevos y valiosos matices en las figuras de 
permanencia que desafía los siglos. 

La vocación de ryiaestro y la sonora expre­
sión del sabe_r que se expresa en los libros, 

son dos de las cualidades del doctor Pellerano 

Gómez que la Pontificia Universidad Católica 

Madre y Maestra tomó en cuenta para otor­
garle este profesorado honorario. 

Por su generosidad, su sentido de la justicia 

y su dedicación a los más altos valores del 
derecho, el doctor Pellerano es un verdadero 
jurisconsulto, condición que no por carecer de 

rango oficial es menos elevada. Rudolf von 
lhering afirma que el jurisconsulto ocupaba 

en Roma "una posición tan respetada y tan 
eminente como la de los más altos dignatarios 



de la República", y agrega: "Su casa estaba 

abierta al público; cada uno entraba y saria a 

su antojo, puesto que todos tenlan en ella libre 

acceso. El era, según dice Cicerón, el oráculo 
de la ciudad, y su oficio formaba parte esencial 
de la fisonomla de Roma". (El Espíritu del 
Derecho Romano. Pág. 118) 

Probablemente más que ninguna otra, la 
historia del derecho puede escribirse en base a 
biografías de juristas ilustres. En el caso do­
minicano esa historia está formaba por nom­

bres como don Manuel Ubaldo Gómez, Leoncio 

Ramos, don Manuel Amiama, don Froilán Ta­
varez, don Hipólito Herrera Billini, don Ma­

nuel Ramón Ruiz Tejada, José Manuel Macha­
do, y dentro de esa pléyade tenemos que inclt1ir 

a Juan Manuel Pellerano Gómez. Todos ellos 
forman esa especie de "aristocracia sin 
título" que crea las naciones y las catapulta a 
nuevos estadios de civilización y desarrollo. 

Por esas razones, el Departamento de Cien­
cias Jurídica$ se siente profundamente honra­

do al incluir entre el exclusivo número de sus 
profesores de honor a un jurista de la talla de 
don Juan Manuel Pellerano G6mez1 maestro de 
generaciones e innovador del derecho domini­

cano. 
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JURISPRUDENCIA 

SENTENCIA DE LA SUPREMA CORTE DE 
JUSTICIA DEL 15 DE DICIEMBRE DE 

1989 
Correccional 

Violación de Propiedad. Prevenido que coloca 
un candado y un rótulo de "Se Vende" a una 
propiedad sin permiso del dueño se hace reo 
del delito de violación de propiedad. 

La Suprema Corte de Justicia, después de haber de­

liberado y vistos los artículos 1° de la ley Nº 5869, del 
24 de abril de 1962, sobre violación de propiedad, 1382 

del Código Civil, l y 65 de la ley sobre Procedimiento 

de Casación; 

Considerando, que en la sentencia impugnada y en 
los documentos a que ella se refiere consta: a) que con 
motivo de una querella intentada por F.C., contra EJ .S. 

por violar el artículo Primero de la ley Nº 5869 del 24 

de abril de 1962, la cámara Penal del Juzgado de Prime­

ra Instancia del Distrito Judicial de San Cristóbal, dictó 

en sus atribuciones correccionales el 17 de marzo de 

1986, una sentencia cuyo dispositivo se copia más ade­

lante; b) que sobre los recursos interpuestos intervino el 

fallo ahora impugnado cuyo dispositivo es el siguiente: 

"FALLA: PRIMERO: Declara regular y válido el recur-

so de Apelación interpuesto en fecha 3 de abril de 1986, 

por el Doctor Juan Isidro Medina Montás, actuando a 

nombre y representación del prevenido E.J.S., contra 

sentencia correccional Nº 391, dictada por la Cámara 

Penal del Juzgado de Primera Instancia del Distrito Ju­
dicial de San Cristóbal, de fecha 17 de marzo del año 

I 986, cuyo dispositivo dice así: 'Falla: Primero: Se des­

carga al ca-prevenido C.R. de los hechos puestos a su 
cargo por insuficiencia de pruebas, en cuando a él las 

costas se declaran de oficio; Segundo: Se declara culpa­
ble al nombrado EJ .S. de los hechos puestos a su cargo, 

en tal virtud y aplicando la ley 5869 se le condena al 

pago de una multa de RD$50.00 y al pago de las costas; 
Tercero: Se declara buena y válida la constitución en 

parte civil interpuesta por F.C. por intennedio de su 

abogado constituido en contra de E.J.S., en cuanto a la 

forma, y en cuanto al fondo se condena a E.J.S. al pago 

de una indemnización simbólica de RD$1.00, declaran­

dose desiertas las costas civiles en razón de la dispensa 

otorgada por la parte civil en sus conclusiones'; SE­

GUNDO: Declara que E.J.S., de generales que constan, 

es culpable del delito de violación al artículo 1° de la 

ley Nº 5869 del 24 de abril de 1962, cometido en per­

juicio del querellante y parte agraviada, señor F.C., he­

cho previsto y sancionado por el precitado texto legal; 

en consecuencia, condena a E.J.S., al pago de una multa 

de Cincuenta Pesos oro RD$50.00; confirmando el as­

pecto penal de la sentencia apelada; TERCERO: Conde­

na al mencionado prevenido EJ .S. al pago de las costas 
penales de la alzada; CUARTO: Declara buena y válida 
en cuanto a la forma, la constitución en parte civil, inco­

ada por el señor F.C., por conducto de su abogado con­

stituido y apoderado especial Dr. Wilfredo Jiménez 

Reyes, en contra del prevenido E.J .S., en cuanto al fon­

do, condena a EJ .S., al pago de una indemnización de 

UN MIL PESOS ORO (RD$I,000.00) en favor de la 

parte civil constituida F.C., como pago simbólico, y jus­
ta reparación de los daños y perjuicios con motivo del 

hecho incriminado que se le imputa; confirmando el as­

pecto ci-vil de la sentencia recurrida; QUINTO: Conde­

na al prevenido E.J.S., parte sucumbiente, al pago de las 

costas civiles sin distracción por no haberlo solicitado el 

abogado representante de la parte civil"; 

Considerando, que la Corte a-qua para declarar al 

prevenido recurrente culpable de violar la ley Nº 5869, 

del 24 de abril de 1967 y fallar como lohizo dio por es­

tablecido mediante la ponderación de los elementos de 

juicio regularmente aportados a la instrucción de la cau­

sa lo siguiente: a) que E.J.S. sin permiso de su propieta­

rio F.C. le colocó un candado a la casa y un rótulo "se 

vende"; b) que según el Certificado de Título Número 



CC.7114 en virtud de Resolución del Tribunal Superior 

de Tierras del 10 de septiembre de 1984, inscrita en el 

Registro de Títulos del Departamento de San Cristóbal, 

en fecha 5 de octubre de 1984, bajo el Número 469, Fo­

lio 118, derLibro de Inscripciones NII 20, la única per­

sona con dere:cho a recib~ los bienes relictos por ~ fina­

da Leonora de la Rosa, es su hijo Francisco Carela; c) 

que el Certificado de Título se refiere a la Parcela 1 O 1-

A y ttansfiere a favor de F.C. en porción de 355m2, re­

gislJ'ada en dicha parcela a favor de Leonora de la Rosa; 

Considerando, que los hechos así establecidos consti­

tuyen a cargo del prevenido EJ .S. el delito de violación 

del artículo primero de la ley NII 5869, del 24 de abril de 

1962, y sancionado por el mismo texto legal, de tres (3) 

meses a dos (2) aftos de prisión correccional y multa de 

diez (RD$10.00) a quinientos (RD$500.00) pesos que al 

condenar la Corte a-qua al prevenido recurrente a una 

multa de RD$50.00, acogiendo circunstancias ate­

nuantes, le aplicó una sanción ajustada a la ley; 

Considerando, que asimismo, la Corte a-qua dio por 

establecido que el hecho del prevenido recurrente oca­

sionó a F.C., constituido en pane civil daños y perjui­

cios morales y materiales que evaluó en las sumas que 

se consignan en el dispositivo de la sentencia impugna­

da, que al condenar al prevenido recurrente al pago de 

tales sumas en provecho de la persona constituida en 

pane civil a título de indemnización, la Corte a-qua hizo 

una correcta aplicación del artículo 1383 del Código 

Civil; 

Considerando, que examinada la sentencia impugna­

da en sus demás aspectos, en lo que .concierne al interés 

del prevenido recurrente, no contiene ningún vicio que 
justifique· su casación; . . . 

Por tales motivos, Primero: Rechaza el recurso ... 

Si resulta imposible entregarla, favor de devolverla a: 
Revista de Ciencias Jurídicas 
Pontificia Universidad Católica Madre y Maestra 
Santiago, República Dominicana 

RD$15.00 



Colección Revistas Ciencias Jurídicas
PUCMM 

  
  Obra donada a la biblioteca virtual de la Escuela 
Nacional de la Judicatura por la Pontificia 
Universidad Católica Madre y Maestra (PUCMM). 
   
  Esta colección contiene doctrina, legislación y 
jurisprudencia de los volúmenes históricos de la 
revista desde el año 1977 a 2015, constituyendo un 
aporte a la cultura jurídica y el estudio del 
Derecho.  
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